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MILEI Y SU REFORMA ELECTORAL 
 
Desde Unidad Popular entendemos que el sentido de una reforma Política debe ser 

el de  Democratrizar la Democracia. Es decir, empoderar al pueblo, a la 

comunidad, a la ciudadanía.  

 

Por esta razón, es que defendemos las Paso como un instrumento que, mas allá de 

que pueda perfeccionarse, ha tenido un impacto democratizador sobre el sistema 

político. Por la misma razón es que defendemos la Boleta Única por Categoría, ya 

que en este contexto de crisis de representación, le otorga a los ciudadanos mayor 

poder a la hora de emitir su voto, y a la hora de controlarlo- Y defendemos también 

la importancia del papel del Estado en el financiamiento de la actividad política tal 

cual lo establece la Constitución Nacional. Sabemos que la falta de control o límite 

respecto a los fondos privados que se invierten en la actividad política, no hacen 

mas que favorecer la capacidad de Lobby y la subordinación del sistema 

institucional al Poder Económico mas concentrado. 

 

El trabajo que presentamos a continuación demuestra punto por punto, el carácter 

inconstitucional y el intento desembozado de construir una verdadera Dictadura 

Electoral del Poder Económico.  

 

Lo ponemos a discusión con el objetivo de promover una campaña que impida que 

esta aberración institucional sea aprobada por el Parlamento argentino. Aberración 

institucional que, como ya es costumbre, se funda en la vil mentira del supuesto 

gasto excesivo de las Paso y los Partidos políticos.  

 



Argumento que se desploma cuando se observa que el costo total de las Primarias 

del 2023 (que además fueron presidenciales) fue de 160.240 millones de pesos al 

valor del 2026- El equivalente a 110 millones dólares, un 0,016 del PBI, o un 0,11 

del Gasto Público total. Planteo que resulta insostenible cuando se constata que el 

monto de dinero a distribuir durante el año 2026 a todos los partidos políticos de 

orden distrital o nacional ascenderá a la suma de $ 1.999.986.579,76.  El 

equivalente a U$S 1.351.342. Lo cual representa el 0,0012 del gasto público total 

del año 2026, y el 0,0002% del PBI argentino.  

 

En suma, una Reforma Mentirosa, Inconstitucional y Antidemocrática que, en lo 

coyuntural solo busca inducir la mayor fragmentación posible de la oposición, y 

en términos mas estructurales subordinar al sistema de partidos a los intereses del 

Poder Económico mas concentrado. 

  



PROYECTO DE REFORMA ELECTORAL INTEGRAL 

 

El 22 de abril de 2026 el gobierno de Javier Milei presento ante el Senado 

un proyecto de reforma integral del sistema electoral nacional de Argentina.  

 

Los principales puntos del proyecto son: 

 

1. Eliminación de las PASO. Ley 26.571.  

2.  Boleta Única de Papel (BUP). Código Electoral Nacional (CEN). 

3. Debate Presidencial. Código Electoral Nacional (CEN). 

4.  “Ficha limpia”. Ley 23.298. 

5. Reforma del régimen de partidos políticos. Ley 23.298. 

6. Modificación de la ley de Financiamiento de Partidos políticos. Fin 

del aporte público de campaña. Ley 26.215. 

------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

1.  Eliminación de las PASO. Ley 26.571.  

 

 El proyecto propone la eliminación de las elecciones Primarias Abiertas, 

Simultáneas y Obligatorias (PASO).  

  Queda plasmado en el artículo 19 del proyecto que establece: “Deróganse el Título II -

Primarias Abiertas, Simultáneas y Obligatorias- y sus respectivos Capítulos de la Ley de 

Democratización de la Representación Política, la Transparencia y la Equidad Electoral N° 

26.571 y sus modificatorias.”  

 A tales efectos  Modifica el Código Electoral Nacional, la Ley Orgánica de los Partidos 

Políticos n° 23.298  y la ley de financiamiento n° 26.571 adaptando sus articulados a los 

requisitos y plazos que se modifican por la eliminación de las PASO. 

  El argumento esgrimido para derogarlas es el alto costo para el Estado, lo 

cual es falso. El costo total de las últimas primarias realizadas en el 2023 (que 



fueron también presidenciales) fue de 160.240 millones de Pesos al valor de 

2026. El equivalente a 110 millones de dólares. Un 0,016% del PBI y el 0,11% del 

gasto público total. Es en realidad un gasto mínimo que no justifica empobrecer 

a nuestro sistema democrático.    

  Lo no dicho, es la intención del gobierno nacional de no permitir que la 

oposición se ordene mediante las PASO. 

 Juntamente con el articulado para la derogación de las PASO se exige, en reemplazo, 

una cantidad de avales para las candidaturas nacionales, por cada partido, 

equivalentes al número de afiliados requeridos por la ley 23.298. Esta cantidad 

desmesurada de avales, para dar un ejemplo, es tal que para presentar una 

candidatura a diputado en CABA se requerirán diez mil avales, por cada partido 

integrante de una alianza, si son 15 partidos los aliados (como en la última 

elección de la Alianza “Fuerza Patria”) se requerirían 150 mil avales del padrón 

de la ciudad,  lo cual  hace prácticamente imposible presentar candidatos a los 

partidos políticos y obtura la posibilidad de constituir alianzas.  

 

2.  Boleta Única de Papel (BUP). Código Electoral Nacional (CEN) 

 

El proyecto modifica el artículo 62 bis del CEN y dice en su inciso  10): “Un 

casillero en blanco próximo al nombre y símbolos identificatorios de la agrupación política para 

votar con una única marca por todas las candidaturas de las diferentes categorías de cargos 

electivos incluidas en la misma columna”. 

Se incorpora un casillero en blanco que de la posibilidad del voto por 

agrupación política y no solo por candidaturas. Favorece así el voto por 

arrastre, que en este caso pareciera tener como objetivo que la candidatura presidencial de 

Milei, arrastre a todas las demás categorías.  

La BUP unificada incorpora todas las categorías en la misma boleta y tiene un casillero 

que permite votar por agrupación política. Facilita el voto arrastre. 



El voto por categorías consiste en una BUP por cada categoría que se vota, es decir que 

puede haber varias BUP distintas, lo cual permite la dispersión del voto entre distintos candidatos 

y fuerzas políticas de acuerdo con la preferencia del elector.   

Actualmente la BUP es un hibrido entre la boleta por categorías y  la unificada ya que no 

tiene un casillero para votar a todas las categorías juntas.   

 

 

3. Debate Presidencial. Código Electoral Nacional (CEN). 

 

  Se sustituye el Capitulo IV bis del CEN y deroga el   Artículo 64 quinquies que 

establece: “Obligatoriedad de los debates. Establécese la obligatoriedad de debates 

preelectorales públicos entre candidatos a Presidente de la Nación, con la finalidad de dar a 

conocer y debatir ante el electorado las plataformas electorales de los partidos, frentes o 

agrupaciones políticas.” Se elimina el debate preelectoral público de candidatos a 

Presidente de la Nación. 

 En el supuesto de aprobarse, con la excusa de la reducción del gasto público, en el 

supuesto de haber debate, será moderado y organizado por los medios de 

comunicación hegemónicos, lo cual permitirá que el candidato que esté primero 

en las encuestas, o como en este caso, el Presidente Milei, no tenga que debatir 

con los otros candidatos. Además le da la posibilidad a los medios de comunicación que 

elijan a quien le conviene llevar al debate, en el caso que decidan hacerlo.  

 

4. “Ficha limpia”. Ley 23.298. 

 

  Se sustituye el artículo 33 de la Ley Orgánica de los Partidos Políticos n° 23.298, en el 

cual se incorpora el inciso h) que dice: “Las personas condenadas por un delito doloso. El 

supuesto previsto en el presente inciso se aplica únicamente en los casos en que la condena 

impuesta hubiera sido confirmada en segunda instancia, dictada antes del 31 de diciembre del 

año anterior al proceso electoral, en la que se hubiera confirmado la comisión de al menos UNO 

(1) de los delitos establecidos en la sentencia de primera instancia, aunque modifique la pena 

impuesta. En caso de una condena confirmada en segunda instancia dictada con posterioridad al 



1° de enero del año en que se llevaren a cabo las elecciones, el supuesto tendrá efecto a partir de 

la finalización de dicho proceso electoral. La inelegibilidad regirá desde la fecha de la 

sentencia, salvo lo dispuesto en el párrafo anterior, hasta su eventual revocación o hasta el 

cumplimiento de la pena correspondiente. Los partidos políticos no podrán registrar candidatos 

a cargos públicos electivos para las elecciones nacionales en violación a lo establecido en el 

presente artículo”. 

  Se encomienda la Cámara Nacional Electoral a instrumentar el “Registro Público de 

Ficha Limpia” 

  El proyecto establece que personas con condena penal confirmada en 

segunda instancia no pueden ser candidatas a cargos electivos. 

  Es una excusa para impedir que dirigentes con antecedentes por delitos 

accedan a ser candidatos, logra así judicializar la competencia electoral dándole 

al Poder Judicial la posibilidad que defina los candidatos,  vulnerando el 

principio de inocencia, ya que hay causas que se definen en una tercera 

instancia, la de la Corte Suprema de Justicia (CSJ).  

  El objetivo proclamado es combatir la corrupción en la política, el no dicho 

es impedir que los militantes populares con causas penales puedan ser 

candidatos.   

 

5. Reforma del régimen de partidos políticos. Ley 23.298. 

 

Las principales modificaciones a la Ley 23298 que plantea el proyecto son: 

5.1.- Aumenta a 50 el número de participantes en la asamblea constitutiva del 

partido, todos electores del distrito y exige requisitos más estrictos durante el proceso de 

tramitación de la personería.  

  Con estas medidas tiende a dificultar la posibilidad de constituir un partido.  

5.2.- Eleva el porcentaje de afiliaciones requeridas para constituir y mantener 

la personería jurídica del 0,4% del padrón electoral de cada distrito al 0,5% y 

aumentando el tope desde un millón de electores a dos millones.  



  Para la mayoría de las provincias, que tienen menos de un millón de electores, esta 

cláusula no significa un cambio significativo. Pero para la Provincia de Buenos Aires, 

Santa Fe. Córdoba y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires las obligan a pasar de 

un mínimo anual de 4 mil afilados a 10 mil. En el caso de Mendoza a 7.500 y de 

Tucumán a 6.500 afilados.  

  En CABA hay a la fecha 50 partidos reconocidos, de los cuales solo 5 partidos superan 

los 10 mil afiliados. Los partidos que no tuviesen el 0,5% de afiliados del padrón 

hasta llegar a  los 10 mil afiliados en las provincias más grandes, en el supuesto 

que se promulgue la ley, quedarían expuestos a un causal de caducidad si no 

consiguen las afiliaciones faltantes hasta el 30 de junio de 2027. Esta fecha se 

establece unos días antes del cierre de las alianzas para las elecciones generales nacionales del 

2027 (siempre y cuando se logre derogar las PASO).  

 

5.3.- Se eleva de cinco a diez el número de distritos necesarios para alcanzar el 

reconocimiento como partido nacional. Dicho número se  debe conservar 

permanentemente bajo apercibimiento de entrar en causal de caducidad.  

  Se agrega asimismo el requisito de contar con un mínimo de 0,1% de 

afiliados del Registro Nacional de Electores, que en el año 2025 fue de 36.400 electores 

que estén afiliados a un partido nacional.   

  A la fecha de los 47 partidos con personería nacional, solo 20 tienen más de diez distritos 

con personería.  

  En estos supuestos también quedaría el partido nacional expuesto a un causal 

de caducidad si no consiguen las diez personerías distritales y las  afiliaciones 

mínimas hasta el 30 de junio de 2027. Si el corte fuese hoy, solo el PJ y la UCR 

quedarían como partidos nacionales.  

5.4.- Se eleva del 2% del padrón de electores del distrito al 3%, la cantidad de 

votos requeridos para conservar la personería en al menos una de dos 

elecciones sucesivas. 



       Al fijar que se tiene que pasar el porcentaje en una de dos elecciones sucesivas cambia el 

criterio (en el texto vigente se fijan dos elecciones sucesivas sin superar el porcentaje para caer en 

causal de  caducidad)  e impide que se aplique  la interpretación jurisprudencial  anterior  que 

consideraba, por ejemplo, que si en una elección los partidos no superaban el 1,5% de los votos o 

no se presentaban  en  las PASO no participando entonces en la elección general y en la elección 

siguiente no llegaba al 2% de los votos del padrón de electores de distrito, no se consideraba 

causal de caducidad.  

  Aumenta la cantidad de votos requeridos y unifica causales de caducidad, 

a los efectos de facilitar la reducción de la cantidad de partidos.  

5.5.- Se establece la exigencia que al constituirse una alianza acuerden entre los 

distintos partidos políticos la proporción de los votos recibidos que se 

adjudicaran cada uno de ellos, a los efectos  de  establecer  el  cumplimiento  

del requisito  de votos  necesarios para evitar la caducidad.  

  Lo equipara con el acuerdo de distribución de fondos de campaña. 

     Por ejemplo, si una alianza de tres partidos acuerda distribuir el porcentaje de votos en 

partes iguales y saca el 6% de los votos del padrón electoral le corresponderían el 2% a cada uno 

de los partidos, incurriendo los tres en una causal de caducidad.  

  Un caso concreto se da en las provincias donde se realizan alianzas peronistas como el 

Frente de Todos o Unión por la Patria. Esas alianzas se componen por el partido PJ como el 

principal, que se lleva más siempre más del 50% de la distribución de los fondos y el remanente 

se reparte entre los restos de los partidos, o en provincias donde hay muchos partidos integrantes 

(se ha dado el caso de 18 integrantes de alianza), que les da el 1% a cada uno. Si este mecanismo 

de distribución se extiende al porcentaje de votos, ese tipo de alianzas se acaba.  

  La obligación de realizar un acuerdo por escrito para repartir el 

porcentaje de votos entre los partidos integrantes de una alianza, al igual que en 

el caso del porcentaje de los avales para presentar candidatos, tendrá el efecto de 

desalentar la formación de frentes y coaliciones. Los partidos preferirán 

presentarse solos para minimizar el riesgo de caducidad por no llegar al 

porcentaje exigido.  



5.6.- Establece que la afiliación puede realizarse por medios electrónicos o ficha de papel 

con copia del DNI o identificación biométrica de la identidad.   

En el supuesto que se intente subsanar estas restricciones mediante fusiones entre 

partidos para conservar la personería y llegar al número mínimo de afiliaciones, se agravará 

el cuadro de degradación institucional con la subsistencia de unas pocas organizaciones 

políticas sin coherencia ideológica ni política.  Una especie de “ensalada rusa” de ideas 

políticas nucleadas en un mismo partido.  

Además estas fusiones son un problema irresoluble para los partidos nacionales, debido a 

que en cada distrito los acuerdos políticos son con distintos partidos. Para que la fusión se pueda 

realizar a nivel nacional cada uno de los distritos que integran el partido están obligados a 

realizarla con el mismo nombre, declaración de principios, bases de acción política y carta 

orgánica. 

  En resumen de estos seis puntos enunciados podemos decir que, de aprobarse la 

reforma de la ley 23.298, Solo quedarán  muy pocos partidos en cada distrito y 

también pocos partidos nacionales, principalmente quedarán los más antiguos que cuentan 

con un remanente de afiliados de los años 80 y 90 del siglo pasado cuando la población se 

afiliaba masivamente.  

Por todo lo expuesto, entendemos que el apartado del proyecto que plantea 

la modificación de la ley 23.298, tiene como objetivo fundamental reducir 

sustancialmente la cantidad de partidos políticos, empobreciendo el espectro 

político argentino.  

En lo coyuntural, la modificación de la ley 23.298 busca complejizar el accionar de la 

oposición política, impidiendo la elaboración de una propuesta unificadora y provocando una 

fragmentación política para las próximas elecciones.    

 

 

 

6. Modificación de la ley de Financiamiento de Partidos políticos. Ley 

26.215. 

   



  El proyecto modifica la Ley de Financiamiento de los Partidos Políticos N° 

26.215 adecuándola a la eliminación de los fondos públicos para campaña 

manteniendo solamente el Fondo Partidario Permanente (FPP) y ampliando 

sobremanera las sanciones y multas a aplicar a los partidos políticos y sus 

dirigentes.  

6.1.- El proyecto de ley mantiene el FPP para el sostenimiento institucional de 

los partidos políticos porque su eliminación podría ser declarada inconstitucional 

conforme lo establecido en el artículo 38 de la Constitución Nacional que establece en 

su tercer párrafo “El Estado contribuye al sostenimiento económico de sus 

actividades y de la capacitación de sus dirigentes.” No lo sacan porque no pueden. 

 Actualmente el monto para el FPP es irrisorio. El monto a distribuir durante el año 2026 

a todos los partidos políticos de orden distrital y nacional ascenderá a la suma de $ 

1.999.986.579,76. El equivalente a U$S 1.351.342.- NADA. Esto equivale al 0,0012 % del gasto 

público total correspondiente al año 2026 y al 0,0002% del PBI Argentino. Si modificada la ley, 

continúan destinando solo estos fondos para el sostenimiento económico de los partidos políticos 

de nuestro país, quedará manifiestamente demostrada la  anticonstitucionalidad  de la ley.  

6.2.- Agrega un párrafo al artículo de asignación del FPP que permite a los partidos 

renunciar al aporte público anual que les correspondiere librándose así de lo exigido en la 

Constitución Nacional. 

6.3.- Se reduce de un 20%  a un 10% la obligación de destinar los fondos del FPP a 

capacitación y se elimina la obligación de destinar al menos un 30% de esos fondos a 

jóvenes y mujeres. 

6.4.- Amplía las prohibiciones del artículo 15 para hacer aportes por parte de condenados y 

procesados por una amplia variedad de delitos.  

6.5.- Mantiene la prohibición de realizar contribuciones o donaciones por parte 

de asociaciones sindicales, patronales y profesionales. Continúa el despropósito 

que un empresario pueda aportar a una campaña persiguiendo el lucro personal, 

pero un sindicato no pueda apoyar económicamente a sus candidatos aunque tenga 

un interés legítimo y persiga el bien público.   



6.6.-  Aumenta el monto máximo anual del aporte por persona humana o 

jurídica para desenvolvimiento institucional y campaña de los partidos 

políticos del 2% al 35%. 

     Este porcentaje surge de multiplicar el valor del módulo electoral por la cantidad de electores 

registrados al 31 de diciembre del año anterior. El valor  del módulo electoral actualmente es de $ 

385,30.- Si tomamos el caso de un partido nacional, donde todo el país es un  distrito único,  que 

en el año 2025 tuvo 36 millones de electores, el aporte máximo por persona, sumado institucional 

y campaña,  pasaría de $ 277.000.000.- por año, a $ 4.800.000.000.- 

  En el año 2026 cada persona o empresa puede aportar como máximo a un 

partido político el equivalente a U$S 198.000.- De aprobarse el proyecto podrá 

aportar la suma de  U$S 3.400.000.- por año. 

6.7.- Como consecuencia de la eliminación del gasto público en campañas y del aumento del 

porcentaje del módulo electoral, en el proyecto se deroga el artículo 45 de la Ley N° 26.215 y 

se elimina el límite de gastos electorales por fuerza política.  

6.8.- Elimina la obligación de abrir la cuenta única partidaria en el Banco Nación o en 

bancos oficiales de las provincias. Los bancos privados que se incorporen deberán adecuar sus 

mecanismos de control a la normativa dictada por la Unidad de Información Financiera (UIF) y 

los organismos de control específicos.  

6.9.-  Se deroga el Capitulo III. III bis y III ter del Título III de la Ley de 

financiamiento de los partidos políticos que fijan las pautas para el 

financiamiento público de campaña y la publicidad electoral gratuita en los 

servicios de comunicación audiovisual, redes sociales y plataformas  digitales. 

  La eliminación del financiamiento público de campaña restringe 

sobremanera la posibilidad de que los partidos políticos que defienden los 

intereses de los trabajadores y no reciben aportes empresarios puedan participar 

en un pie de igualdad con los partidos más favorables a los intereses privados. 

6.10.- Se reemplaza  el portal de declaraciones juradas de aportantes de la Cámara 

Nacional Electoral (CNE), por una información semanal del partido al Juzgado Federal de 

sus aportantes privados. Esta es una de las pocas medidas positivas del proyecto ya que 

facilitan el aporte de los militantes, aunque puede significar una mayor facilidad para aportes 



fraudulentos y lavado de dinero.  Este portal de la CNE resulta un verdadero impedimento para 

que realicen aportes al partido los militantes de base, ya que los requisitos para su apertura y 

registración lo desalientan.  

6.11.- Se modifica el artículo 62 de la ley que sanciona con la pérdida de los recursos públicos 

como pena por los incumplimientos a  la Ley de Financiamiento, agregándole  una sanción de 

multa equivalente a la contribución o donación recibida o el valor del gasto contratado y 

hasta un Décuplo de dicho monto cuando se recibieran o depositaran fondos en cuentas 

distintas de la cuenta única y cuando se recibieran donaciones, aportes o contribuciones en 

violación de la Ley. 

6.12.- Se agrega una multa que podrá variar entre el 5% y el 50% de los aportes privados 

recibidos en campaña cuando se incumpla con los informes previos y finales de campaña.  

6.13.- Se aplicará una multa del doble del valor no asignado en el supuesto que el partido no 

destine los fondos otorgados para capacitación. 

6.14.- Se agrega una multa de entre cinco mil (5.000) a cien mil (100.000) 

módulos electorales a las agrupaciones políticas cuando presenten en forma 

extemporánea y hasta 30 días  los  estados contables anuales.  Esto puede 

significar que  si un partido se  atrasa solo  un día  en  la presentación del 

balance ante la Justicia Federal se le puede aplicar una multa que va desde  la 

suma de $ 1.926.00.- hasta la suma de $ 385.310.000.- Si se atrasa entre treinta 

y sesenta días se duplica la multa. 

6.15.- Las mismas multas se aplicarán en el supuesto de no presentación del 

informe final de campaña. 

6.16.- Modifica el artículo 128 quáter del CEN incorporando una multa a las 

agrupaciones políticas de dos mil (2.000) a cincuenta mil (50.000) módulos 

electorales cuando realicen actos de campaña electoral fuera del plazo 

establecido. Pero reduce la multa a aplicar a las personas humanas que 

realicen dicho incumplimiento de los 10.000 módulos actuales a 2.000 módulos 

electorales como mínimo y de los 100.000 actuales a 50.000, como máximo.   



  En la actualidad el cuerpo de auditores de la Cámara Nacional Electoral (CNE) realiza un 

control muy profundo sobre los balances y los informes de campaña y la mayoría de las 

sanciones son por incumplimientos formales con montos exiguos plasmados en los balances. 

 Las multas aplicadas con las leyes vigentes consisten en la pérdida de los aportes públicos 

y en el peor de los casos con sanciones de inhabilitación (no económicas) a los presidentes y 

tesoreros partidarios. 

  Hoy día, las exigencias para el manejo de la cuenta única partidaria hacen que sea 

poco utilizada por las fuerzas políticas, de aprobarse la nueva ley es muy probable que su 

utilización se reduzca aún más por el temor a las sanciones, favoreciendo así el manejo en 

paralelo de los fondos partidarios.  

 Como surge claramente de las observaciones apuntadas la modificación del 

articulado de  ley de financiamiento de los partidos políticos tiene una clara 

animosidad hacia los partidos políticos fijando multas que exceden en mucho a 

los montos que se comprometen a aportar para el desarrollo institucional 

partidario. Agregando además multas muy importantes sobre el patrimonio de los 

partidos y sus representantes. También pretende que el Estado Nacional lleve a 

cabo una aún mayor fiscalización hacia el partido con respecto a su 

administración contable y financiera  

 Por otro lado, facilita y aumenta la posibilidad de que los privados puedan 

realizar aportes en reemplazo del aporte público, con una clara intención de 

reducir  al mínimo posible la financiación pública exigida por el artículo 38 de la 

Constitución Nacional, limitándola a lo institucional y excluyendo aportes a los 

partidos para las campañas.    

  La intención de ampliar  las multas a sumas muchísimo más altas a lo que 

el Estado le aporta a los partidos como financiamiento público, es una 

demostración más de la animosidad del gobierno contra el sistema de  partidos 

políticos.  

CONCLUSIÓN: 

 



  DE APROBARSE ESTE PROYECTO, QUEDARA UN MUY REDUCIDO  

NÚMERO DE FUERZAS POLÍTICAS, PERMEABLES A LOS INTERESES 

ECONÓMICOS DE LOS SECTORES DOMINANTES.    

  EN LO COYUNTURAL IMPEDIRÁ LA DEMOCRATIZACIÓN 

FRAGMENTANDO A LA OPOSICIÓN. 

   LA REFORMA ELECTORAL CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN DE  

LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES ESTABLECIDOS EN EL 

ARTÍCULO 38 DE LA CONSTITUCIÓN NACIONAL ARGENTINA. TALES 

COMO EL DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA. EL DE LIBERTAD DE 

CREACIÓN,  ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEMOCRATICO 

INTERNO. EL DE REPRESENTACIÓN POLÍTICA DE LAS MINORÍAS. El DE 

FINANCIAMIENTO Y SOSTENIMIENTO ECONÓMICO DE LOS PARTIDOS 

POLÍTICOS POR PARTE DEL ESTADO NACIONAL. ENTRE OTROS. Y DARÁ 

LUGAR A QUE SE INICIEN LAS ACCIONES DECLARATIVAS DE 

INCONSTITUCIONALIDAD QUE CORRESPONDAN.  

LA ELIMINACIÓN DEL APORTE PÚBLICO DE CAMPAÑA, SERA UN 

GRAN IMPEDIMENTO PARA QUE LOS REPRESENTANTES DE LOS 

TRABAJADORES Y LAS ORGANIZACIONES POPULARES PUEDAN 

ORGANIZARSE POLÍTICAMENTE, HACER CAMPAÑA Y PRESENTAR A 

SUS CANDIDATOS, EN UN PIE DE IGUALDAD CON LOS PARTIDOS 

APOYADOS POR EL ESTABLISHMENT ECONÓMICO. LA PARTICIPACIÓN 

DEMOCRÁTICA DEL PUEBLO ARGENTINO PRÁCTICAMENTE SE 

REDUCIRA A REFRENDAR CADA DOS AÑOS A CANDIDATOS 

MILLONARIOS. UNA ESPECIE DE “DICTADURA ELECTORAL DEL PODER 

ECONÓMICO”.  


